TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA  DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente:  Claudia María Arcila Ríos

Pereira, treinta de noviembre de dos mil nueve.

Acta No.  623 del 30 de noviembre de 2009. 

Expediente 66001-31-10-003-2009-00151-01

Se decide la consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, Risaralda, el 25 de junio último, en el proceso de jurisdicción voluntaria promovido por José Román, Manuel Conrado y Martha Elena Pacheco Gallego y Manuel Ramón Pacheco Morelli, tendiente a obtener la interdicción judicial por causa de demencia de Alicia Gallego Henao. 

ANTECEDENTES

Se relata en los hechos de la demanda que Alicia Gallego Henao nació el 26 de enero de 1943; el 12 de septiembre de 1974 contrajo matrimonio con Manuel Ramón Pacheco Morelli; de esa unión nacieron sus hijos Manuel Conrado, Martha Elena y José Román; según su historia clínica padece enfermedad que le ha producido la pérdida de sus facultades mentales que la incapacita para administrar sus bienes y negocios.

Con fundamento en ese relato fáctico se pide declararla en interdicción por causa de demencia; designar como sus curadores a Manuel Conrado y José Román Pacheco Gallego, personas idóneas para ejercer la guarda y administrar los negocios de la presunta interdicta.

Por auto del 24 de mayo de este año se admitió la demanda, se ordenó citar a los parientes más cercanos de la enferma, notificar al representante del Ministerio Público y se decretaron las pruebas.

Instruido el proceso se puso término a la instancia con sentencia del pasado 25 de junio, en la que se declaró la interdicción solicitada y se designó como su curador al señor Manuel Conrado Pacheco Gallego como curador de la enferma, pues consideró la a quo que no era necesario la coadministración de los bienes de la interdicta por dos guardadores.  El fallo se ordenó consultar con esta Sala y ese es el grado de jurisdicción que ahora se resuelve.

CONSIDERACIONES

Los presupuestos procesales para dictar sentencia de mérito se encuentran reunidos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda invalidar lo actuado. 

Según lo dispuesto por el artículo 548 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el 532 ídem, pueden provocar el juicio de interdicción el cónyuge no divorciado del enfermo, sus consanguíneos hasta el cuarto grado, sus padres, hijos, hermanos y el Ministerio Público. 

En este caso la demanda fue instaurada, entre otros, por el señor Manuel Ramón Pacheco Morelli, quien invocó su condición de esposo de la presunta interdicta y para probar esa calidad aportó copia de la partida de matrimonio que celebró con la señora Alicia Gallego Henao, el 14 de septiembre de 1974, ante el Registrador Civil Municipal del municipio Pedro María Urueña del Estado Táchira de Venezuela
, pero en tal forma no acredita la calidad con que actúa, porque de conformidad con el artículo 101 del Decreto 1260 de 1970, el estado civil debe constar en el registro del estado civil y de acuerdo con el artículo 106 del mismo decreto “Ninguno de los hechos, actos y providencias relativos al estado civil y la capacidad de las personas, sujetos a registro, hace fe en proceso ni ante ninguna autoridad, empleado a funcionario público, si no ha sido inscrito o registrado en la respectiva oficina, conforme a lo dispuesto en la presente ordenación, salvo en cuanto a los hechos para cuya demostración no se requiera legalmente la formalidad del registro”.

Tal situación genera falta de legitimación en la causa por activa respecto del citado señor, quien no demostró ser el esposo de la persona a quien se pretende brindar protección con las declaraciones solicitadas en la demanda y así se declarará por medio de esta providencia.

Los demás demandantes acreditaron esa legitimación en su  calidad de hijos de la enferma, con los documentos de origen notarial que obran a  folios 7 a 9 del cuaderno principal.

El artículo 432 del Código Civil dice que están sujetos a curaduría general los que por demencia han sido puestos en entredicho de administrar sus bienes.

La prueba fundamental en esta clase de procesos es el dictamen pericial que ordena el artículo 659 del Código de Procedimiento Civil, el cual debe referirse al estado del paciente y sus manifestaciones características, la etiología, diagnóstico de su enfermedad, con indicación de las consecuencias en la capacidad de administrar sus bienes y disponer de ellos y el tratamiento conveniente para procurar su mejoría.

En la etapa probatoria se obtuvo esa prueba.  En su trabajo el perito médico consignó que se dificulta la comunicación con la paciente por apatía y afasia y porque se aísla del medio.  Concluyó que presenta demencia secundaria, afección del sistema nervioso central, accidente cerebrovascular hemorrágico y afasia sensitiva, todo lo cual le impide administrar sus bienes, establecer relaciones comerciales y  representarse a sí misma.

La claridad, precisión y firmeza de ese dictamen pericial y la calidad del perito que lo rindió, permiten concederle valor demostrativo.

Esa prueba que es considerada legalmente eficaz para demostrar la demencia de la persona sobre la que versa el proceso de interdicción, tiende a ser confirmada con el informe que rindió el especialista en medicina interna en documento que se allegó con la demanda
, el que aunque ha debido expedirse bajo juramento como requisito para su admisión, da cuenta de su deterioro cognitivo, afección de la comprensión, pérdida  del entendimiento del lenguaje oral y escrito, falta de coordinación de sonidos y pérdida del significado de las palabras.

Además, con los testimonios que en el curso del proceso rindieron las señoras Yolanda Gallego Henao y Yolanda Gallego Prieto, hermana y sobrina, en su orden de la enferma, quienes dieron  cuenta de su situación habitual y de sus limitaciones mentales.

Evidencian las pruebas recogidas que efectivamente Alicia Gallego Henao presenta una enfermedad mental que le impide administrar bienes y disponer de ellos.

Razón le asistió entonces a la señora juez de primera instancia para declararla en estado de interdicción por demencia y designarle un curador que se encargue de su cuidado personal y de la administración de sus bienes, nombramiento que como lo decidió la citada funcionaria, debe recaer sobre el señor Manuel Conrado Pacheco Gallego, su hijo, pues de acuerdo con los testimonios oídos en el curso del proceso es la persona más  idónea para ejercer el cargo y uno de los primeros llamados a desempeñarlo, de acuerdo con el artículo 550 del Código Civil, teniendo en cuenta que quien dijo ser el cónyuge no acreditó tal condición y de asumirse que es su compañero permanente, calidad que no invocó, se excusó de fungir como curador por su avanzada edad, como se mencionó en el memorial con el que se corrigió la demanda.

Como las demás decisiones adoptadas en la sentencia se consideran acertadas, se confirmará el fallo producido.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, Risaralda, el 25 de junio del año 2009, en el proceso de jurisdicción voluntaria sobre interdicción judicial por demencia de la señora Alicia Gallego Henao, promovido por José Román, Manuel Conrado y Martha Elena Pacheco Gallego y el señor Manuel Ramón Pacheco Morelli, ADICIONÁNDOLA en el sentido de declarar que respecto a este último existe falta de legitimación en la causa por activa.

Sin costas.

CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
� Folios 4 y 5, cuaderno No. 1.


� Folios 19 a 21, cuaderno No. 1







